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Acta N° 313 de julio 13 de 2009
  



En la fecha,  siendo las tres de la tarde (3:00 p. m.), día y hora señalados para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil y proferir el fallo que corresponde, en este proceso verbal de divorcio promovido mediante apoderado judicial por Bayardo Bedoya Reaza contra Marlene Pérez Pérez, se reunieron los Magistrados Jaime Alberto Saraza Naranjo, Fernán Camilo Valencia López y Claudia María Arcila Ríos, integrantes de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en asocio de la secretaria, con el fin indicado, para lo cual el Magistrado Ponente declara abierto el acto, al que no han comparecido ni las partes ni sus apoderados. Se procede a decidir la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas el pasado 24 de abril, de acuerdo con el proyecto presentado y aprobado, según la citada acta.
  



ANTECEDENTES




Por intermedio de mandatario judicial, solicitó el demandante que se decretara el divorcio del matrimonio civil que contrajo con Marlene Pérez Pérez, se ordenara la liquidación de la sociedad conyugal, se inscribiera la sentencia en el libro de registro correspondiente y se condenara a la demandada en costas en caso de oposición.

  



Dichas pretensiones se fundamentaron en que la pareja contrajo matrimonio civil en la Notaría Primera del Círculo de Pereira el 2 de febrero de 2006; de esa unión no se procrearon hijos; la convivencia de los cónyuges fue de pocos días, pues debido a la disparidad de caracteres la demanda abandonó la residencia común y de ahí en adelante cada uno de los consortes tomó rumbo diferente, lo que ocurrió hace más de dos años; en la sociedad conyugal no existen bienes porque además se efectuaron capitulaciones matrimoniales.

  



Luego de corregido, el libelo se admitió con auto del pasado 8 de septiembre en el que se dispuso el traslado de rigor, surtido por medio de curador ad-litem, previo emplazamiento de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 318 del C. P. C., modificado por el 30 de la Ley 794 de 2004, auxiliar que aceptó como cierto el hecho primero, remitió a pruebas los demás y no se opuso a las pretensiones, en la medida en que resultaran probados los fundamentos de hecho en que se cimentaba la demanda.
  



Se señaló fecha para desarrollar la audiencia de que trata el artículo 430 del C. de P. Civil, en la que no fue posible conciliar; los hechos y pretensiones no sufrieron modificación, se decretaron y practicaron las pruebas solicitadas y se corrió traslado a las partes para alegar, derecho del que hicieron uso. Luego se decretó como prueba de oficio interrogatorio al parte actora y se procuró la notificación de la demandada en las direcciones que en dicha audiencia se reportaron. Como ello resultó infructuoso se procedió, en consecuencia, a proferir el fallo en el que halló el juzgado estructurada la causal de divorcio invocada y por ende accedió a las pretensiones, decisión que en vía de consulta se revisa al haber resultado adversa a la demandada. 

   



En esta instancia compareció la demandada y luego de haberse suspendido la etapa de alegaciones, intervino por medio de representante judicial; posteriormente se decretaron y practicaron algunas pruebas de oficio y ahora se procede a decidir lo pertinente, previas las siguientes: 

CONSIDERACIONES
  



Concurren todos los presupuestos procesales en este asunto, y no se vislumbra causal alguna que pueda invalidar la actuación. Por otra parte, la legitimación de las partes, tanto por activa como por pasiva, se infiere de la copia del registro civil de matrimonio allegado con la demanda que obra a folio 2 del cuaderno principal, en el que consta que la boda se realizó el 2 de febrero de 2006.

 



Para empezar dígase, a propósito de la intervención que en esta sede hizo el asesor judicial de la demandada Marlene Pérez Pérez, en la que con dejó entrever una posible causal de nulidad por indebida notificación, que toda su argumentación se concentró en que a ella debía brindársele la posibilidad de defenderse, porque no tuvo la oportunidad de aportar pruebas y controvertir las que adujo el demandante. 

   



En realidad, una sentencia no se revoca porque una de las partes no haya acudido al proceso, si ello ocurrió previo el cumplimiento de las reglas que fija el procedimiento para cada caso concreto. Se revoca porque el juez se equivocó en su apreciación sobre los hechos o en la conclusión sobre las pretensiones, o porque no valoró las pruebas o les dio una intelección errada, o, en fin, porque erró la senda por donde debía dilucidar la cuestión fáctica planteada. 

   



Las demás inconsistencias, si es que ellas constituyen causales de nulidad, deben ser clara y expresamente propuestas, siguiendo para ello las reglas del artículo 143 del C. de P. C. que enseña que la parte que las alega debe expresar su interés para proponerla, la razón invocada, que no puede ser distinta a las que la misma ley prevé, y los hechos en que se fundamenta.  Es decir, que no basta con que se afirme que se pudo haber incurrido en una nulidad por indebida notificación si no se explica por qué, por un lado, y a nada conduce esa afirmación si no se formula el incidente como corresponde. 

   



Con todo, en busca de establecer si en verdad se presentó alguna inconsistencia en la notificación del auto admisorio de la demanda, hay dos cosas que se tienen que decir: la primera, que el emplazamiento que se hizo a la demandada provino de la manifestación del demandante de que desconocía su lugar de residencia y de trabajo, lo que se ajusta a los requerimientos del artículo 318 del estatuto procesal civil; y aunque en el interrogatorio absuelto dijo que tenía en su agenda consignadas unas direcciones que la demandada le había suministrado, es lo cierto que remitidas allí sendas comunicaciones fueron devueltas con la nota de que eran incorrectas, a lo cual se suma que ninguna de ellas coincide con la que dio a conocer el curador ad litem que la representaba (f. 9-10, c. 2).  Y la segunda, que de haberse dado la nulidad, ella quedó saneada porque en su primera intervención directa en el proceso, que lo fue el 1° de junio del presente año, nada dijo sobre el particular, silencio que se enmarca en lo reglado por el inciso 6º del citado artículo 143. 
   



Dicho lo anterior, como en todo caso lo que se concluye es que no se propuso nulidad alguna, sino que dejó su análisis al arbitrio de la Sala, se ocupa ella de la consulta propiamente dicha. 




Pretende el actor mediante esta acción obtener que se declare el divorcio del vínculo que lo une con Marlene Pérez Pérez, porque está separado de hecho de su consorte desde hace más de 2 años, es decir, con fundamento en la causal prevista en el numeral 8° del artículo 6° de la Ley 25 de 1992, que reformó el artículo 154 del C. Civil, esto es “... La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años.”





Para probar el supuesto de hecho, se recepcionaron las declaraciones de Luz Elena Saavedra Sajaus, Elvia Londoño de Martínez y Edison Ocampo Mesa amigas del demandante, las dos primeras en virtud de relaciones laborales. 
  



De esos testimonios se destacan los de Luz Elena Saavedra Sajaus y Elvia Londoño de Martínez, quienes fueron empleadas domésticas del demandado y su hijo por la misma época en que se produjo la ruptura entre la pareja en conflicto.  A tratar de dilucidar por qué las dos prestaron sus servicios de manera simultánea, se ampliaron algunas pruebas en esta sede, y de la versión de esta última, que coincide con lo que el demandante dijo al ser interrogado sobre el particular, se desprende que ella de tiempo atrás venía laborando para él y a raíz de un incidente familiar, cuando él se trasladó a vivir donde su hijo, que contaba con los servicios de Luz Elena Saavedra, empezó a colaborarles allí de medio tiempo, lo que justifica la presencia de ambas en la casa de habitación que ocupó en los el señor Bayardo Bedoya con su cónyuge en el momento en que se rompió el vínculo matrimonial. 

   



Esa misma circunstancia, claro está, les permitió dar cuenta de que desde hace unos cuatro años la demandada abandonó el hogar; a partir de allí, saben, porque han seguido al lado del demandado, que no hubo reconciliación entre los consortes, ni volvieron a vivir bajo el mismo techo, no se reciben llamadas de la cónyuge, quien nunca regresó a esa casa.   




   



Dicientes estas versiones, porque provienen de quienes están en permanente contacto con el actor desde hace varios años (ocho en el primer caso y cuatro en el segundo), y son conocedoras de primera mano de la aludida separación y de que no ha habido reencuentro entre ellos desde el tiempo que se exige para estructurar la causal que sirve de fundamento a las pretensiones de la demanda. 
  



A sus menciones se suman las de Edison Ocampo Mesa quien a pesar de no haber sido interrogado con apego a lo reglado por el artículo 228 del C.P.C., porque no se le pidió que precisara la razón de la ciencia de sus dichos, sí alcanzó a señalar que se enteró de la separación y de la situación de la pareja porque una cuñada suya es casada con un hijo del señor Bedoya Reaza y, además, es vecino del demandante, lo que le ha facilitado enterarse del día a día de la vida de éste y de su familia. 
  



Ninguna duda cabe, pues, acerca de que se ha estructurado la causal aducida, como quiera que el rompimiento supera los dos años que la ley exige para dar paso al divorcio.

   



Había lugar, entonces, a acceder a las pretensiones incoadas, como lo hizo el juez de primera instancia, independientemente de quién pudiera ser el cónyuge culpable por tratarse de una cuestión de carácter objetivo, lo que se erige en razón suficiente para que se confirme la decisión, como en efecto se hará, adicionándola para negar la pretensión cuarta del acápite de “DECLARACIONES” de la demanda, como que la misma alude, más que a una petición en sí, a la causal invocada para decretar el divorcio. Además, se revocará el ordinal tercero de la parte resolutiva en cuanto autorizó el domicilio separado de los cónyuges, en vista de que la declaratoria de residencia separada es una medida provisional (art. 444 C.P.C.) que se adopta cuando el resquebrajamiento de la vida común es tal que debe velarse porque la pareja no comparta el mismo techo para la protección de quien la invoca, en tanto se adopta una decisión de fondo; de otro lado, se trata de una consecuencia de la sentencia de divorcio, porque entonces cesa para los consortes la obligación de cohabitar; esto sin contar con que precisamente lo que dio lugar a esta demanda fue el hecho de que los cónyuges se hallaban separados de hecho desde hace más de 2 años, con lo que a nada conduciría esa declaración.

  



No hay lugar a condena en costas, por el grado jurisdiccional que se resuelve.

DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la  República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas el 24 de abril de 2009, en el proceso verbal de divorcio promovido por Bayardo Bedoya Reaza contra Marlene Pérez Pérez, con excepción del aparte del ordinal tercero que reza que “”Se autoriza el domicilio separado de los cónyuges”, que se REVOCA.

  



Además, se ADICIONA en el sentido de negar la cuarta pretensión de la demanda, que no es tal. 
Sin costas.

Lo decidido se notifica a las partes en la forma dispuesta por el artículo 325 del C. de P. Civil. No siendo otro el objeto de esta audiencia, se termina y firma en constancia por quienes en ella  intervinieron, una vez  leída y aprobada.

  



Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                  
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





La Secretaria, 





MARÍA CLEMENCIA CORREA MARTÍNEZ
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